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Es cierto que el constituyente, con el fin de asegurar la autonomía 

administrativa de la Rama Judicial, creó el Consejo Superior de la 

Judicatura y, entre otras, le confió de manera especial la administración 

de la carrera judicial; sin embargo, 28 años después, ese sueño del 

constituyente es una quimera, una utopía, una fantasía porque el Consejo 

Superior de la Judicatura, además de carecer de una real autonomía 

administrativa, ha sido totalmente incapaz de administrarla 

correctamente como lo mostramos a continuación: 

Es que en la medida que los magistrados de las Altas Cortes participan en 

la elección de los magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, 

(artículo 254 constitucional) estos lo gobiernan a su conveniencia dada la 

mailto:osdoquia@hotmail.com


relación entre elector - elegido de un lado y, por otro, son los magistrados 

del Consejo Superior quienes elaboran, previa convocatoria pública, las 

listas de los futuros magistrados de las Altas Cortes (art. 231 superior); 

por eso, sorprende que la actual presidenta del Consejo Superior de la 

Judicatura alegue públicamente que algunas de las funciones que se le 

pretenden otorgar con la reforma a la Comisión Interinstitucional sean 

inconstitucionales porque socava su autonomía (artículo 35 de la 

reforma), cuando lo que se evidencia es que desde su creación 

constitucional el Consejo Superior nunca ha tenido autonomía 

administrativa, pues, son producto del “tú me eliges, yo te elijo”.       

Hoy, como si fuera poco, las Altas Cortes han logrado que los recursos 

que provienen del presupuesto general de la nación para ser invertidos 

en aquellas, les sean entregados directamente por el Gobierno Nacional a 

través de unidades ejecutoras independientes; así, las plantas de 

personal de esos magistrados de Alta Corte son hasta cinco (5) veces más 

grandes que las de un despacho de tribunal o juzgado; que el 80% de los 

cargos sean de libre nombramiento y remoción; que  el manual de 

funciones sea el que cada magistrado finalmente defina; y que se 

desconozca el grado de eficiencia de esas estructuras organizativas y 

modelos de gestión, pues el Consejo Superior de la Judicatura es incapaz 

de controlar de manera seria la gestión de quienes lo eligen.   

El que el Consejo Superior de la Judicatura de manera inaudita pretenda 

con el proyecto de reforma (art. 35 numeral 2 literal a) y el numeral 20), 

pese a su ineficiencia, que el Congreso de la República le otorgue 

facultades no solamente reglamentar la carrera sino para administrarla a 

través de la unidad que determine a su antojo (desconociendo 

flagrantemente lo dispuesto en el numeral 1 del art. 256 constitucional), 

con personal de libre nombramiento y remoción (dado lo que se pretende 

establecer en el inciso quinto del art. 68); todo, olvidándose de que  el 



Consejo Superior de la Judicatura es órgano meramente administrativo 

que cumple funciones de ejecución y que no puede ejercer tareas 

legislativas, que son competencia exclusiva del Legislador.  

El proyecto de reforma, al parecer con el patrocinio o la aquiescencia del 

Consejo Superior de la Judicatura, las Altas Cortes, la Comisión Nacional 

de Disciplina y los Tribunales Superiores y Administrativos del país, 

pretende “feudalizar o parcelar la carrera judicial” al querer positivar que 

los empleados solamente pueden ascender hasta el nivel de juzgado de 

circuito y los funcionarios hasta el tribunal ya que todos  los cargos de 

empleados de los despachos de los tribunales serían de libre 

nombramiento y remoción (Parágrafo art 15 y artículos 57, 68, entre 

otros) y en las Altas Cortes y la Comisión Nacional de Disciplina solamente 

algunos van a ser de carrera, aspecto que ridiculiza el concurso de 

ascenso y contraría abiertamente la cláusula consagrada en el artículo125 

constitucional, máxime cuando el Consejo Superior de la Judicatura, a la 

fecha, ha sido incapaz de expedir los manuales de funciones de los 

empleados y no ha organizado de manera adecuada la nomenclatura y 

reclasificación de los cargos de  empleados les que permita ascender a los 

de tribunales y luego a los de las Altas Cortes.  

Que como las evaluaciones y calificaciones de los empleados de carrera 

se hacen sobre lo que cada magistrado o juez asigne o acuerde como 

labores para aquellos -en ausencia de manuales de funciones expedidos 

por el Consejo Superior de la Judicatura-, estas tienen un origen 

inconstitucional (art 122). Además, el sistema de condecoraciones y 

estímulos no está ligado al resultado de la evaluación y calificación 

integral de servicios y, como el proyecto de reforma mantiene esa 

situación en el artículo 79, es urgente, por lo expuesto, quitarle la 

administración de la carrera judicial al Consejo Superior de la Judicatura, 

el cual implica una enmienda constitucional.  



Así, en la medida que la reforma es una contrareforma -un retroceso-  

porque en nada mejora la autonomía administrativa del Consejo Superior 

de la Judicatura para administrar la Rama Judicial, por el contrario, la 

empeora con las funciones que pretende asumir la Comisión 

Interinstitucional. Que al aumentar los cargos de libre nombramiento y 

remoción aumenta, tanto en la parte administrativa como judicial, el 

riesgo de politización y corrupción afectará gravemente la imparcialidad 

e independencia de la Rama judicial. Que resulta un contrasentido que la 

reforma termine premiando a un costoso e inoperante Consejo Superior 

de la Judicatura para que administre los cuantiosos recursos que se le van 

a entregar para que trasforme tecnológicamente a la Rama Judicial.      

 

   

  


